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León, Guanajuato, a 12 doce de marzo del año 2019 dos mil diecinueve. . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 167/2015-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano (…), en contra del CONSEJO DE HONOR Y JUSTICIA DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL, DEL SECRETARIO TÉCNICO DE DICHO CONSEJO Y DEL DIRECTOR GENERAL DE POLICÍA MUNICIPAL, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . .
R E S U L T A N D O:
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 09 nueve de marzo del año 2015 dos mil quince, el actor presentó la demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 12 doce de marzo del año 2015 dos mil quince, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las prueba de presunción legal y humana en lo que le beneficie; no se admitió los recibos de nómina que anunció y se requirió para que en el término de cinco días  hábiles exhibiera en original o copia certificada  la documental descrita en los puntos 01 uno y 02 dos del capítulo de pruebas de su demanda; de igual forma se le requirió  para que precisara los hechos concretos sobre la cual versaría la prueba de informe, apercibiéndole que en caso de incumplimiento se le tendría por presentada la documental en copia simple y respecto a la prueba de informe se le tendría por no admitida; y concediéndosele además la suspensión del acto impugnado. . . . . . . 
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.

TERCERO.- El 27 veintisiete de marzo del año 2015 dos mil quince, las autoridades demandadas presentaron por separado escritos de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 08 ocho de abril del mismo año, se les tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, aceptándosele las pruebas documentales admitidas a la parte actora en el auto de radicación de la demanda y las exhibidas en sus escritos de contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; asimismo se hizo efectivo el apercibimiento formulado a la parte actora en autos, por lo que se le admitió en copia simple la documental descrita en los puntos 01 uno y 02 dos del capítulo de pruebas de su demanda, la que en ese momento se tuvo por desahogada dada su naturaleza, y se le tuvo por no admitida la prueba de informe; señalándose además fecha y hora para desahogo de audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
Celebración de la audiencia de alegatos.

CUARTO.- El 25 veinticinco de mayo del año 2015 dos mil quince, a las 11:30 once horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes. . . . . . 
Se admite prueba superviniente.

QUINTO.- El 11 once de junio del año 2015 dos mil quince, la parte actora presentó promoción de ofrecimiento de pruebas; y, por auto de fecha 16 dieciséis del mismo mes y año, se le admitió  la prueba documental superviniente exhibida y descrita en su promoción de cuenta, por lo que se dio vista a la demandada para que en el término de 05 cinco días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniera. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se hacen manifestaciones. 

SEXTO.- Por auto de fecha 30 treinta de junio del año 2015 dos mil quince, se tuvo a la autoridad demandada por no haciendo manifestaciones respecto a la vista ordenada en auto de fecha 16 dieciséis de ese mismo mes y año; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse una resolución y su notificación, actos imputados al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública, al Secretario Técnico de dicho Consejo y del  Municipal de León, Guanajuato y al Director General de Policía Municipal, todos ellos del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Existencia del acto impugnado.
SEGUNDO.- Que la parte actora impugna : a). La resolución, de fecha 12 doce de noviembre del año 2014 dos mil catorce, emitida por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en el expediente 750/14-POL, a través de la cual se le impone la sanción consistente en la suspensión temporal del cargo de policía, de 28 veintiocho días días de labores sin goce de sueldo; y, b). La notificación practicada con fecha 04 cuatro de marzo del año 2015 dos mil quince. Y, la existencia de los actos impugnado se encuentran acreditados en el proceso con la copia simple de la referida resolución y el reconocimiento que hace la autoridad que hace sobre la misma al haberla ofrecida como prueba de su parte por ya obrar en el expediente, y con el original de la mencionada diligencia de notificación; probanzas que obran en autos. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo del proceso, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . 
Las autoridades en la contestación de la demanda aducen que se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el procedimiento administrativo instaurado al impetrante, se inició, substanció, determinó y notificó con absoluta legalidad, en estricta observancia al Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A juicio de este resolutor, la causal de improcedencia es INFUNDADA  para decretar el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . .

No basta que la resolución combatida sea resultado de un procedimiento administrativo, sino que es menester que se emita con todos y cada uno de los elementos de validez contemplados en las diversas fracciones del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; sin embargo, es el caso que la resolución impugnada se encuentra dirigida hacia su persona, amén de que se le sancionó en la misma, por ende, su condición de destinatario es suficiente para acreditar su interés jurídico en esta causa administrativa e intentar a la presente demanda. . .  . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, aducen las demandadas que opera la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que de las constancias acompañadas a la demanda, no se desprende que exista acto susceptible de impugnarse, por las consideraciones expuestas en el párrafo inmediato anterior. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para este Juzgador, la causal de improcedencia es INFUNDADA para decretar el sobreseimiento del proceso, en razón de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . 

En autos de este proceso consta la resolución, de fecha 12 doce de noviembre del año 2014 dos mil catorce, la cual en su tercer punto resolutivo se aplica al actor la sanción de suspensión temporal del cargo por 28 veintiocho días sin goce de remuneraciones; y, que desempeñaba como Policía Municipal adscrito a la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato y consta la diligencia de la notificación combatida. . . . . . .  . . . . . .   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante lo infundado de las causales de improcedencia analizadas y estimando además que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en el escrito de demanda . . . . . . . . . . . . . . . 

Desaplicación del artículo 28, apartado A, fracción V, 
 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia.

CUARTO.- Que analizado el acto impugnado, este Juzgador de oficio asume Control Difuso de Constitucionalidad respecto del artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en virtud de que la desaplicación del referido precepto representa un mayor beneficio para la parte actora y de este modo brindar justicia de manera completa, tal y como lo dispone el artículo 17 Constitucional; lo anterior por las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del día viernes 11 once de junio del año 2011 dos mil once, en materia de derechos humanos, en su segundo párrafo, constriñe a los Órganos formal o materialmente Jurisdiccionales, a ejercer de oficio -ex officio- una interpretación de las normas que regulan derechos humanos de conformidad con nuestra Constitución y con los Tratados Internacionales en los que México sea parte, para lograr la mayor protección de los derechos humanos, esto sin perder de vista que en nuestro Orden Jurídico sigue prevaleciendo el principio de supremacía Constitucional contemplado en el artículo 133 Constitucional, en su primera parte, pues nuestra Carta Magna tiene mayor jerarquía sobre cualquier Ley Secundaria, Reglamento o acto de autoridad que se le contraponga. Por otro lado, el artículo 133 Constitucional, en su segunda parte contempla lo que la doctrina y la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, denomina el Control Difuso de Constitucionalidad, numerales que textualmente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los  derechos humanos, en los términos que  establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional  alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.” 
“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”
Adminiculando entre sí estos artículos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si éstos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 243 y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . 

Por tanto, este Juzgador como órgano jurisdiccional se encuentra constreñido a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda, en atención a los principios de interpretación conforme y pro persona, establecidos en el segundo párrafo del artículo 1º, en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a la nueva interpretación del texto actual de este precepto en relación con el artículo 133, última parte, ambos de nuestra Carta Magna. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

Abundando en lo anterior, cabe precisar que los Jueces Administrativos Municipales cuentan con facultades para asumir el Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a lo señalado por la última parte del pluricitado artículo 133, al facultar a cualquier Órgano Jurisdiccional sin importar su especialidad, jerarquía o fuero a desaplicar las normas jurídicas que contravengan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando el principio pro persona, conforme al cual el sentido de la norma se desentraña, buscando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate. . . . . . . .  . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que con motivo de la entrada en vigor de las reformas del artículo 1°, párrafos segundo y tercero, Constitucional, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dejó sin efectos las tesis jurisprudenciales que establecían como atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, mediante resolución dictada en la solicitud de modificación de la jurisprudencia 22/2011 en la que se apoyó la aprobación de la tesis aislada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P./J. 73/99 y P./J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. I/2011 (10a.); visible a Página: 549. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN"
Asimismo, el Pleno de la Suprema  Corte de Justicia de la Nación, asumió el nuevo criterio en el sentido de que no es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, dejándole esta facultad a los Jueces en general, en la Tesis aislada aprobada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . 
“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad. Décima Época; Registro: 160480; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXX/2011 (9a.); visible a Página: 557. “
Precisado  lo  anterior  y  en  virtud  de  que  conforme  a  lo estipulado por el 
artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, los Jueces Administrativos cuentan con facultades para abordar el análisis de disposiciones aplicadas en actos administrativos concretos que contravengan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por ende, quien resuelve, de conformidad a lo estipulado por el artículo 1º en  relación con el  133,  última  parte, ambos  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, asume de oficio el Control Difuso de Constitucionalidad respecto del artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a fin de determinar si este numeral contraviene el artículo 109, párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso declarar la inaplicación del citado artículo 28 en el apartado y la fracción indicada en supralíneas; numeral que establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 28.- Para los efectos del presente reglamento, se consideran como faltas graves aquellas conductas de los elementos de los cuerpos de seguridad pública municipal que signifiquen la infracción de alguno de los principios que rigen su actuación, previstos en el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el artículo 10 de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; o aquellas conductas que vulneren la honorabilidad y reputación de los mismos cuerpos de seguridad pública municipal.

A. De entre las sanciones previstas en el artículo 36 del presente reglamento, se aplicará preferentemente la fracción I, a los elementos de los cuerpos de seguridad pública que realicen alguna de las siguientes conductas:
V.- Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales, contados a partir del primero de ellos;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, se analiza si la falta administrativa que contempla el artículo 28, en el apartado A, fracción V, del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, se rige por el principio de interpretación denominado NON BIS IN IDEM, reflejado en un inicio como Garantía Individual y actualmente como un Derecho Humano de seguridad jurídica, en el artículo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y como Derecho Humano en el artículo 14.7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York, del cual México es parte. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Principio que por regla general se ha venido aplicando en Juicios de naturaleza criminal, sin embargo, esta protección actualmente se ha extendido a otras ramas del Derecho, en virtud de que nuestro Orden Jurídico ha venido evolucionando y actualmente el beneficio del Derecho Humano de seguridad jurídica contemplado en el citado artículo 23, no es exclusivo de los procesos penales, sino que se ha extendido a la materia del Derecho Administrativo Disciplinario, ya que el principio non bis in idem se encuentra contemplado en materia de responsabilidades de los servidores públicos en el antepenúltimo párrafo del artículo 109 Constitucional, el que en lo conducente dispone: . . . . . . .  . . . . . . . . 
“Artículo 109.- …

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza.

…”

Como puede apreciarse este precepto Constitucional en el párrafo transcrito garantiza que el servidor público no sea castigado dos veces por los mismos hechos con sanciones de la misma naturaleza, principio que también rige la Potestad o Facultad sancionadora en materia de responsabilidades de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, luego entonces, los Ordenamientos que expidan la Legislatura Local y el Ayuntamiento de León, Guanajuato, se encuentran constreñidos a respetar el principio  NON BIS IN IDEM. 

Abundando lo anterior, cabe mencionar que la Enciclopedia Jurídica Mexicana, Tomo V, letras M-P, en la página 233, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, Editorial Porrúa, define “NON BIS IN IDEM, como una frase latina que significa literalmente que no debe repetirse dos veces la misma cosa. La expresión no es otra cosa que una persona no puede ser juzgada dos veces por los mismos hechos que se consideran delictuosos, a fin de evitar que quede pendiente una amenaza permanente sobre el que ha sido sometido a un proceso penal anterior.”; y, en segundo lugar, la obra “Diccionario Océano de Sinónimos y Antónimos”, en la Sección denominada “Locuciones Usuales”, CMXCII Ediciones Océano, Sociedad Anónima, expresamente define “NON BIS IN IDEM, Lat. no dos veces en lo mismo. Axioma jurídico en virtud del cual uno no puede ser juzgado dos veces por la misma cosa.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
Es así que, en una postura eminentemente penalista se ha sostenido la prohibición de sancionar a una persona dos veces por el mismo delito; mientras que en la postura administrativista, en el régimen disciplinario sostenemos que los servidores públicos en general (genero), dentro de los que se encuentran los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal (especie), se prohíbe imponer dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza; pues, como quiera que sea, no pasa desapercibido para el juzgador que en ambos casos los responsables son sometidos a la manifestación o potestad represiva del estado, toda vez que en materia penal se sancionan las conductas ilícitas (de hacer o no hacer) que cometan las personas y en el régimen disciplinario se sancionan las conductas ilícitas o irregulares (acciones u omisiones) que cometan los elementos de los Cuerpos de Policía y de Tránsito Municipales. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, partiendo de la premisa de que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es la fuente suprema interna de validez de las Leyes y Reglamentos, entonces, las disposiciones jurídicas del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, deben sujetarse a lo estipulado por los preceptos de nuestra Carta Magna, de ahí que, las normas de conducta de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, contempladas como faltas administrativas con su respectiva sanción en el referido Ordenamiento Reglamentario, deben ser acordes en ambos casos a las normas Constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo expuesto, en virtud de que no debemos perder de vista que las normas del régimen disciplinario, por un lado, tutelan generalmente intereses de origen social, en aras del cumplimiento del servicio que tiene encomendada la función policial, con la finalidad de preservar el bien común y la paz social; y, por otro lado, constituyen un instrumento de control que tienen como finalidad evitar comportamientos de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal contarios a sus deberes en el ejercicio de la función que tienen encomendados por mandato de Ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, la potestad sancionadora es una manifestación de voluntad de los Órganos Administrativos relacionada con el régimen disciplinario de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, el cual se ejerce cuando alguno de éstos incurre en la comisión de alguna falta administrativa no grave de las previstas en los artículos 80 TER y 81 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, o bien, en la comisión de alguna falta grave de las previstas en el artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, por tal virtud no existe impedimento alguno para aplicar el principio NON BIS IN IDEM, en el régimen disciplinario. . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En ese orden de ideas, se asume el Control Difuso de Constitucionalidad ex officio, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 133 en relación con el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano: Cabe precisar que el Control Difuso de Constitucionalidad ex officio, consiste en la facultad que tiene el Juzgador para interpretar en materia de derechos humanos, de motu proprio las disposiciones Legales o Reglamentarias vigentes en el ámbito Municipal frente a las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos  Mexicano, a fin de determinar si son o no contrarias a dicha Ley Suprema y en caso de contravenirla desaplicarla. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .. 
Bajo el anterior contexto, la citada fracción V, apartado A, del citado artículo 28,  contempla como falta grave  el hecho de “Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales”, como puede apreciarse se contempla una hipótesis jurídica que estatuye como elemento de la falta administrativa la circunstancia de haber “acumulado 3 tres arrestos en un período de 180 ciento ochenta días”, es decir, la falta se integra con la existencia de tres medidas disciplinarias de arresto previas aplicadas al justiciable, pero la hipótesis de disciplina citado en el artículo 28, no es propiamente dicho una conducta, sino la existencia de tres faltas cada una consistente a un arresto; en el entendido de que cada medida disciplinaria, se le impuso al actor por haber “faltado al servicio nocturno sin motivo ni causa que lo justifique”, pues, esta falta no grave se encuentra contemplada en el artículo 81, fracción VII, del  Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, el que establece: . . . . 
“Artículo 81.- Será sancionado de seis a doce horas de arresto el elemento que:

…

VII.- Faltar al servicio ordinario o extraordinario, comisión o capacitación, sin causa justificada;”
Como puede apreciarse, esta fracción exige una conducta negativa de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, para que se configure la comisión de la falta administrativa no grave; conducta omisa, que consiste en faltar al servicio sin justificación, supuesto jurídico que se actualiza con la existencia de una conducta del elemento, lo que no sucede en la hipótesis jurídica contemplada por el artículo 28, apartado A, fracción V, del aludido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, ya que para la configuración del disciplinario establecido no se pide una conducta, a pesar de que este elemento constituye un requisito sine qua non para la existencia de la falta. . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, este último artículo establece como falta administrativa tres arrestos del elemento de los Cuerpos de Seguridad Pública, los que en sí mismos no es dable estimarla como conducta; pues, no son efecto inmediato de una acción u omisión y la conducta es el elemento objetivo de la falta administrativa, por ende, partiendo de esta premisa, los arrestos por sí solos no deben ser sancionados, toda vez que como medidas disciplinarias no traen efectos jurídicos hacia el integrante del cuerpo de seguridad, en consecuencia, ello implica necesariamente que se esté sancionando al actor por el simple hecho de haber sido arrestado y no por lo que hace, por ende, la pluricitada fracción V, contraviene nuestra Carta Magna. . . . . . . .
Lo anterior es así, en razón de que la finalidad de la responsabilidad disciplinaria de los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, es evitar comportamientos contrarios a sus obligaciones durante el ejercicio de las funciones que tienen encomendadas en el o los Ordenamientos Legales que las regulen; ahora bien, el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece las bases para sancionar adecuadamente y con mayor rigor las responsabilidades de los servidores públicos y concretamente de la última parte del primer párrafo de su artículo 108, se desprende que en materia disciplinaria lo que se sanciona es la conducta de los servidores públicos en general, ya que establece: “serán responsables por los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones”, sin hacer distinción alguna,  en  ese  sentido  resulta aplicable el principio general de derecho que reza: 
“Donde la ley no distingue, no tiene por qué distinguirse.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, cabe precisar que conforme al mismo numeral se entiende que son servidores públicos todos aquellos que desempeñen un empleo, cargo o comisión en la Federación, en los Estados o en los Municipios, de este modo, se contemplan en una acepción amplia a los servidores públicos, pues dentro de éstos existen clasificaciones o especies, como servidores públicos de elección popular, de confianza, de base y los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública. . .  . . . 
Luego entonces, de acuerdo con el citado artículo 108 Constitucional, los miembros del Cuerpo Preventivo de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, son servidores públicos, especie que de acuerdo a lo señalado por el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la propia Constitución, se rige por sus propias Leyes para evitar únicamente que los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública no queden sujetos a una relación de naturaleza laboral, pues como bien es sabido, éstos tienen una relación de carácter administrativo, por lo que este artículo 109 Constitucional es aplicable a todo servidor público en cuanto a la responsabilidad administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así tenemos que en materia disciplinaria de los miembros del Cuerpo Preventivo de Seguridad Pública del Municipio de León, Guanajuato, también debe sancionarse la conducta ya sea de acción u omisión, por lo tanto, el establecimiento y la configuración de faltas administrativas debe supeditarse solamente a conductas, pues de lo contrario se contravendría nuestra Constitución Federal. . . . . 
Ahora bien, el actual artículo 23 de la Constitución Federal prevé el principio penal NON BIS IN IDEM, al disponer como un derecho humano que garantiza a la persona el que no podrá ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que en el juicio se le absuelva o se le condene; principio que se traslada al antepenúltimo párrafo del artículo 109 de nuestra Carta Magna, al señalar que “No podrán imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza”. . . . 

Por tanto, el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, prevé como elementos de la falta administrativa los siguientes: a).- La acumulación de tres arrestos; y, b).- Dentro del periodo de 180 ciento ochenta días naturales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, para  acreditar la comisión de esta falta, es menester que existan 3 tres arrestos debidamente documentados en la Boleta respectiva y que se encuentren compurgados, ello implica, sin lugar a duda, que se le está tomando como base para la configuración de dicha falta administrativa, tres Boletas de arresto de donde se desprenda que ya fueron calificadas, o sea, que ya se dio la imposición de los tres arrestos y en el caso que nos ocupa, el actor en cada una de las faltas no graves, fue sancionado con 12 doce horas de arresto –la primera el 20 veinte de abril,  y dos veces el 20 veinte de mayo, todos del año 2014 dosm il catorce -; en todas por haber faltado al servicio sin causa justificada, falta no grave establecida en la fracción VII del artículo 81 del Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como se aprecia, se sanciona el hecho de haber acumulado tres arrestos administrativos, de donde resulta que son la consecuencia inmediata de las conductas omisas de no asistir al servicio sin causa justificada, por ende, en el procedimiento disciplinario el actor, ya no tiene posibilidad alguna de desvirtuar los hechos constitutivos de la falta, en razón de que las medidas disciplinarias de arresto,  por tanto, el pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, contraviene el principio de defensa tutelado como Garantía de audiencia en el artículo 14, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, circunstancia que creó en el actor una inseguridad jurídica, puesto que el precepto legal referido sanciona una actitud involuntaria del individuo que no implica conducta alguna. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . .  . . . . . .
Por otra parte, es el caso que en el procedimiento disciplinario de origen, el Consejo de Honor y Justicia, le aplicó al justiciable, otra sanción administrativa consistente en la suspensión de sus labores por 28 veintiocho días sin goce de sueldo, con motivo de los tres arrestos aplicados, sin importar si realizó o no una conducta, de modo que, los arrestos por las faltas injustificadas y la suspensión por la acumulación de tres arrestos, son sanciones de la misma naturaleza, porque ambas son de naturaleza administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
En ese orden de ideas, el actor aparece como responsable en las faltas administrativas no graves, por haber faltado al servicio en tres ocasiones y a su vez se encuentra como presunto responsable en la falta grave, por haber acumulado tres arrestos dentro de un periodo de 180 ciento ochenta días naturales y en ambas causas administrativas se le sanciona con motivo de la falta al servicio sin causa justificada -una vez por cada arresto- y por los 3 tres arrestos acumulados, por tal motivo se vulnera  en su  perjuicio la  garantía  de  seguridad  jurídica  tutelada en el  principio NON BIS IN IDEM previsto en el artículo 109, párrafo antepenúltimo, Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así las cosas, confrontando los elementos de la falta prevista en el artículo 81, fracción VII del multireferido Reglamento Interior de la Dirección General de Policía Municipal y los de la falta contemplada en el artículo 28, apartado A, fracción V, del pluricitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, resulta evidente que se sanciona a la parte actora, dos veces por los mismos hechos, toda vez que en las faltas administrativas no graves con los arrestos, se sanciona la inasistencia al servicio sin causa justificada y a su vez en la falta grave impugnada, se sanciona la acumulación de hasta tres arrestos -arrestos que le impusieron por faltar al servicio sin causa justificada-; siendo el caso que en ambos supuestos se trata de la misma persona y de los mismos hechos, según se desprende de la resolución impugnada, concretamente de su séptimo y octavo considerando, donde en lo conducente se establece lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SÉPTIMO.- …  y como consecuencia de ello, se encuentra debidamente acreditada la responsabilidad administrativa al C. (…)… la falta grave establecida en la fracción V del apartado A, del artículo 28 veintiocho del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, consistente en: “Acumular hasta tres arrestos dentro de un periodo de ciento ochenta días naturales, contados a partir del primero de ellos.”
 “OCTAVO.- … resultando procedente la imposición de una sanción de carácter administrativo al C. (…)…consistente  en la SUSPENSIÓN del cargo que desempeña en la Dirección General de Policía Municipal de León, Guanajuato, sin goce de sueldo, por un lapso de 28 veintiocho días sin goce de sueldo…”. . . . . . . . . . . .  

Bajo esta tesitura, los hechos asentados en cada una de las Boletas de Arresto, en los tres casos consisten en haber faltado al servicio sin causa justificada, determinados como faltas no graves y sancionados con arresto de 12 doce horas cada una, son los mismos hechos determinados o configurados como falta grave por la acumulación de éstos arrestos dentro de un periodo de 180 ciento ochenta días naturales y sancionados con suspensión laboral de 28 veintiocho días sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   . . . . . . . . . . . . . 
Así   tenemos   que,   el  arresto  y  la  suspensión  temporal,  son  sanciones 
administrativas de la misma naturaleza, las que se le aplicaron al justiciable, por la realización de conductas derivadas de los mismos hechos, por tal motivo, con la emisión de la resolución combatida, en la que se aplica el pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, se vulnera en perjuicio del justiciable la garantía de seguridad jurídica que tutela el principio NON BIS IN IDEM previsto en el artículo 109, párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que se castigan los mismos hechos dos veces, con  sanciones similares de la  misma  naturaleza, situación que creó en la parte actora una inseguridad jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese orden de ideas, el artículo 28, apartado A, fracción V, del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, contraviene los artículos 14 segundo párrafo y 109 párrafo antepenúltimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud de que la citada fracción V, por un lado, sanciona una actitud involuntaria del individuo que no implica conducta alguna, vulnerando en perjuicio del justiciable el principio de defensa tutelado como garantía de audiencia en el artículo 14, segundo párrafo, Constitucional. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Y, por otro lado, recalifica la misma conducta, al momento de que a los mismos hechos se les aplica dos sanciones de naturaleza similar, pues en cada falta no grave se le impone un arresto y en la falta grave se le aplica una suspensión por 30 treinta días, sin goce remuneración, vulnerándose en perjuicio del actor la garantía de seguridad jurídica que tutela el principio NON BIS IN IDEM, previsto por el artículo 109 de nuestra Carta Magna; por consiguiente, a fin de no violarle a la parte actora, sus derechos humanos, en la especie, el juzgador ejerce la facultad de desaplicar una norma jurídica, lo que se traduce en que el acto controvertido carezca de precepto reglamentario para aplicar sanción alguna al incurrir en tres faltas por un lapso de 180 ciento ochenta días. . . . . . . . . . . . . . . . . .
En tal virtud se desaplica la norma jurídica que sirvió de apoyo a la resolución combatida, por ser lo más benéfico para el justiciable; entonces, con la desaplicación del pluricitado artículo 28, apartado A, fracción V, resulta ilegal la resolución impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, ante la inaplicación del artículo 28 apartado A, fracción V, del pluricitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, la sanción administrativa consistente en la suspensión de 28 veintiocho días sin goce de sueldo al actor, es ilegal por las razones lógicas y jurídicas expuestas en supralíneas, en tal virtud con apoyo en lo estipulado por el artículo 300, fracción II  del  Código  de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es declarar la nulidad total de la resolución de fecha 12 doce de noviembre del año 2014 dos mil catorce, dictada dentro del procedimiento administrativo disciplinario expediente número 750/14-POL, por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual en su tercer punto resolutivo se le impone al actor la suspensión temporal de 28 veintiocho días, sin goce de sueldo. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
Del pago remuneraciones.
QUINTO.- Que el actor en la demanda pide el reconocimiento del derecho al pago de la remuneración diaria ordinaría que dejó de percibir por la ilegal suspensión de 28 veintiocho días de labores sin goce de sueldo; pretensión que resulta procedente, por las razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
La declaración de nulidad total de la resolución impugnada, produce como consecuencia que al justiciable ya no se le aplique ninguna sanción administrativa, de esa manera, el Juzgador se encuentra constreñido a restituirlo en el goce de sus derechos, ya que en el proceso administrativo, la sentencia por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados, a fin de lograr el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, los elementos de los cuerpos de seguridad pública prestan sus servicios a cambio de una contraprestación económica, conforme a lo dispuesto por el artículo 31, fracción I, del  Reglamento  Interior  de  la  Dirección  General  de  Tránsito Municipal de León, Guanajuato, por tanto, ante la nulidad total de la resolución impugnada, lo procedente es que se le cubran las remuneraciones ordinarias diarias que dejó percibir por la prestación de sus servicios  durante el tiempo que se le dejaron de cubrir, quedando acreditado en autos con los recibos de nómina que aportó el actor como prueba superviniente, el hecho que no fue pagado su sueldo ordinario diario  de los periodos que comprenden las catorcenas del 20 veinte de marzo al 02 dos de abril, y 03 tres de abril al 16 dieciséis de abril, todo ello del año 2015 dos mil quince. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por tanto, el pago de las remuneraciones por el tiempo que el actor dejó de percibirlas, durante la suspensión de 28 veintiocho días y conforme a lo dispuesto por el artículo 300, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es condenar al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a que realice ante la Dirección de General de Desarrollo Institucional de este Municipio, las gestiones o diligencias indispensables a fin de se le pague al actor en efectivo o se le expida el cheque respectivo por la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriado este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y VI, y 303,  del  Código  de  Procedimiento  y  Justicia  Administrativa  para  el  Estado  y  los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.-  Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . .  . . 

SEGUNDO.- Resultaron INFUNDADAS las causales de improcedencia que decretan el sobreseimiento del proceso,  acorde a lo señalado en el tercer considerando de este fallo. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 12 doce de noviembre del año 2014 dos mil catorce, dictada dentro del procedimiento administrativo expediente número 750/14-POL, por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, a través de la cual en el tercer punto resolutivo se le impuso a la parte actora la suspensión de 28 veintiocho días sin goce de sueldo, por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . 

CUARTO.- Se condena al Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato demandado, a que realice la gestiones necesarias ante la Dirección General de Desarrollo Institucional de este Municipio, a fin de que se realice el pago en efectivo o la expedición del cheque respectivo por la Tesorería Municipal, con cargo a la partida presupuestal correspondiente, concediéndosele para tal efecto el término de 15 quince días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del proveído que declare ejecutoriada la presente sentencia, lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . .
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. .  . .  . . . . . . . . 
ESTA HOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 12 DE MARZO DE 2019, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 167/2015-JN. 
